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eL MenoR VÍCtiMA 
1. Ubicación temática 
1.1. ¿Qué es la Victimología? 
Una primera necesidad de orden lógico es ubicar temáticamente el estudio de las 
víctimas,	para	avanzar	de	inmediato	al	concepto	técnico	de	víctima.	
En	términos	generales,	el	estudio	de	 las	víctimas	tiene	orígenes	 inciertos,	
confundidos	con	los	orígenes	mismos	del	surgimiento	de	la	teoría	de	las	obliga-
ciones.	De	hecho,	la	tradición	jurídica	anterior	a	la	primera	mitad	del	siglo	XX	
había	asumido	el	tema	de	las	víctimas	como	un	aspecto	comprendido	dentro	del	
estudio general de la responsabilidad tanto civil como penal. 
En efecto, desde el punto de vista de la responsabilidad civil, particularmente 
la	 extracontractual	 o	 aquiliana,	 se	 tomaba	 a	 la	 víctima	 como	 componente	 del	
extremo necesario que reclama la estructura lógica de las obligaciones20.	Así,	for-
maba parte del estudio mismo de las obligaciones. Como se sabe, este conforma 
una estructura altamente compleja del estudio del Derecho, en el que se asume
20 Institutas: 3,13, pr.
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a	la	víctima	como	una	categoría	jurídica,	es	decir,	como	la	persona	que	sufre	un	
daño	antijurídico,	a	causa	de	lo	cual	debe	ser	resarcida,	conforme	se	observen	los	
demás requisitos de la estructura de la responsabilidad, esto es, el otro extremo 
subjetivo, la relación causal, el daño y la fuente.
Por otra parte, el estudio de la responsabilidad penal, desde la perspectiva 
clásica	basada	en	el	causalismo,	que	pasó	luego	a	la	posición	del	finalismo	hasta	
alcanzar las más recientes composiciones dogmáticas tributarias del estructural 
funcionalismo, sentaron las bases de lo que actualmente es conocido como im-
putación	objetiva.	Se	asumió	el	estudio	de	la	víctima	sin	abordarlo	como	entidad	
autónoma, sino como componente lógico de la estructura legal de la responsabi-
lidad,	es	decir,	la	víctima	asumida	desde	la	perspectiva	del	titular	del	bien	jurídico	
que	había	sufrido	las	consecuencias	de	la	acción	típica,	sea	esta	activa	u	omisiva	
y frente a quien se consolidaba el principio de prevención especial, como funda-
mento óntico de la pena. 
Sería	hasta	hace	relativamente	poco	tiempo,	diríamos	que	durante	el	siglo	
XX,	cuando	las	instituciones	jurídicas	internacionales	conocidas	como	“dere-
chos	humanos”	se	ocuparon	concretamente	del	estudio	de	las	víctimas	y	en	la	se-
gunda	mitad	de	esa	centuria	adquirió	autonomía	e	independencia	temática,	para	
ser	desarrollada	dentro	de	un	área	epistemológica	conocida	como	Victimología	
(Congreso	español	de	Victimología,	2005).	La	verdad	es	que,	desde	el	punto	
de	vista	del	Derecho	Internacional,	las	víctimas	siguen	siendo	tratadas	dentro	
del plexo normativo correspondiente a los derechos humanos, aun cuando estos 
se caracterizan por enfatizar en los ataques sistemáticos a los mismos. El ca-
rácter	 autónomo	del	 estudio	de	 las	víctimas	no	 se	 confunde	con	esas	 formas	
específicas	de	victimización,	sino	que	adquiere	amplitud	y	concreción	temática	
que	deben	ser	vistas	en	 la	actualidad	desde	 la	perspectiva	de	 la	Victimología	
(Waller,	2002).
Por	Victimología	se	entiende	el	estudio	sistemático	de	los	derechos,	del	tra-
tamiento y de la rehabilitación de las personas que, tras ser objeto de un daño 
antijurídico,	adquieren	la	titularidad	de	los	derechos	a	conocer	la	verdad	de	los	
hechos que desataron su situación, a que las personas que lo causaron sean some-
tidas a un proceso legal, a que se realice la justicia como valor admitido en un 
medio deontológicamente compatible con tal principio y a que sean rehabilitados 
sus	derechos,	en	la	medida	de	lo	posible,	para	volver	a	la	situación	que	tenían	
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antes de sufrir la agresión o, al menos, a recibir la compensación que proporcio-
nalmente	le	permitiría	un	sustituto	indemnizatorio21.
1.2. Concepto de víctima 
Como	acabamos	de	apreciar,	el	estudio	de	las	víctimas	adquirió	una	autono-
mía	general	frente	al	del	derecho	de	las	obligaciones	y	de	la	responsabilidad	
penal	en	particular,	por	lo	que	el	concepto	de	“víctima”	dejó	de	ser	una	catego-
ría	jurídica	integrada	a	esas	áreas	especializadas	del	conocimiento.	De	hecho,	
desbordó	 lo	 estrictamente	 jurídico	 para	 asumir	 un	 estudio	 transdisciplinar,	
en	el	que	a	lo	propiamente	jurídico	se	agrega	lo	psicológico,	lo	sociológico	y	
lo	antropológico	(Seminario	La	resiliencia,	2002).	Al	haber	adquirido	autono-
mía,	estructura	y	concepto	autónomo,	es	preciso	aproximarse	a	su	significa-
ción actual22.
Lo	primero	que	debe	saberse	es	que	el	concepto	de	víctima	es	producto	
de la legislación internacional. Se sabe que en la concepción normativista, 
dentro de la cual se destacó Hans Kelsen, el Derecho Internacional se erige 
como un condicionante de la ley interna de los Estados, en la medida en que 
informa	a	 las	 legislaciones	nacionales	acerca	de	 los	 límites	normativos	que	
deben	adquirir	algunas	figuras	en	particular.	De	ahí	que	la	 tendencia	actual	
señale que el estudio del Derecho debe partir del Derecho Internacional, por-
que	frente	a	este	el	Derecho	nacional	tiende	a	desarrollar	las	figuras	jurídi-
cas creadas por aquel sin poder restringirlas, particularmente cuando versan 
directa	o	 indirectamente	 sobre	derechos	humanos.	De	ahí	que	el	 concepto	
de	víctima	deba	buscarse	precisamente	en	el	derecho	 internacional	 (García	
Rodríguez,	2007).
Es	así	como	la	Declaración	sobre	los	principios	fundamentales	de	justicia	para	
las	víctimas	de	delitos	y	del	abuso	de	poder,	adoptada	por	la	Asamblea	General	
de las Naciones Unidas mediante Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985, 
se	encargó	de	fijar	una	definición	de	“víctima”	en	los	siguientes	términos:	
21 Al respecto, puede verse Beristain (2000; 2005).
22 Los procesos de investigación sociojurídica han permitido consolidar el concepto mismo de víctima. Puede verse 
García España (22006) y Ministerio Público (2002). 
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1.	Se	entenderá	por	“víctimas”	las	personas	que,	individual	o	colectivamente,	hayan	
sufrido	daños,	inclusive	lesiones	físicas	o	mentales,	sufrimiento	emocional,	pérdida	 
financiera	 o	menoscabo	 sustancial	 de	 los	 derechos	 fundamentales,	 como	 conse-
cuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los 
Estados miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. 
2.	Podrá	considerarse	“víctima”	a	una	persona,	con	arreglo	a	la	presente	Declaración,	
independientemente	de	que	se	identifique,	aprehenda,	enjuicie	o	condene	al	perpe-
trador	e	independientemente	de	la	relación	familiar	entre	el	perpetrador	y	la	víctima.	
En	la	expresión	“víctima”	se	incluye	además,	en	su	caso,	a	los	familiares	o	personas	
a	cargo	que	 tengan	relación	 inmediata	con	 la	víctima	directa	y	a	 las	personas	que	
hayan	sufrido	daños	al	intervenir	para	asistir	a	la	víctima	en	peligro	o	para	prevenir	
la victimización. 
3. Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas las personas 
sin distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionali-
dad,	opinión	política	o	de	otra	índole,	creencias	o	prácticas	culturales,	situación	eco-
nómica,	nacimiento	o	situación	familiar,	origen	étnico	o	social,	o	impedimento	físico.	
1.3. Elementos del concepto 
Como puede apreciarse, se trata de un concepto altamente elaborado que com-
promete una serie de elementos integradores, a partir de la cual pueden estable-
cerse	las	características	que	debe	adquirir	una	persona	para	ser	identificada	como	
“víctima”.	Como	es	un	concepto	que	las	legislaciones	nacionales	deben	observar,	
es	 importante	determinar	 cada	uno	de	 sus	 elementos	para	verificar	hasta	qué	
punto una ley de orden nacional resulta compatible con la internacional que, en 
este caso, por ser parte de la general sobre derechos humanos, forma parte del 
bloque de constitucionalidad.
1.3.1. Persona 
Lo	primero	que	surge	de	la	definición	fundamental	de	Naciones	Unidas	es	que	
“víctimas”	no	pueden	serlo	sino	las	“personas”.	Como	se	sabe,	“persona”	es	una	
categoría	jurídica,	es	decir,	un	concepto	que,	dentro	de	la	estructura	del	sistema	
jurídico,	cumple	una	función	epistemológica.	Esa	persona	víctima	puede	haber	
sufrido	el	daño	de	manera	individual	o	colectiva,	lo	que	significa	que	puede	ser	
víctima	una	pluralidad	de	personas.	
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1.3.2. Daño 
Para	que	una	persona	sea	considerada	como	“víctima”,	debe	haber	sufrido	un	
daño	antijurídico.	Si	bien	la	legislación	internacional	no	se	ocupó	de	crear	una	
definición	acerca	del	daño,	es	suficiente	guiarse	por	los	conceptos	universalmente	
admitidos,	conforme	con	los	cuales	se	entiende	por	tal	el	deterioro	injustificado	
de	un	bien	jurídico,	de	manera	que	el	bien	jurídico	debe	encontrarse	desmejo-
rado	a	causa	de	una	acción	u	omisión	antijurídica.	De	ahí	que	la	definición	señale	
que	el	daño	incluye	las	lesiones	físicas	o	mentales,	el	sufrimiento	emocional,	la	
pérdida	financiera	o	menoscabo	sustancial	de	los	derechos	fundamentales.
1.3.3. Acción u omisión típicas 
El daño debe ser fruto de una acción o una omisión consideradas en el Código 
Penal. Este es un elemento particularmente exigente que, en primer lugar, señala 
que	el	daño	debe	provenir	de	una	acción	u	omisión,	lo	cual	significa	que	se	rela-
ciona con el tipo de Derecho Penal conocido como de acto que, a diferencia del 
Derecho Penal de autor, se ocupa exclusivamente de acciones objetivadas, aque-
llas	que	superaron	lo	que	en	Psicología	se	conoce	como	motilidad,	esto	es,	el	paso	
del pensamiento a la acción.
En cambio, el Derecho Penal de autor es el que castiga a las personas por ser 
ellas,	por	pensar	como	piensan,	por	sentir	como	sienten,	etcétera,	lo	que	confirma	
una posición peligrosista del Derecho.
Entonces, para que pueda haber daño, es preciso que este provenga de una 
acción	 constatada	 y	 verificable.	Además,	 dicha	 acción	 debe	 hallarse	 prevista	
como	acción	típica	en	el	Derecho	Penal	nacional,	como	lo	indica	la	definición	al	
señalar que es “consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal 
vigente en los Estados miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder”.
1.3.4. Autoría 
De	lo	visto	hasta	el	momento	se	concluye	que	para	que	exista	una	víctima,	debió	
haber un daño causado. La regla internacional no plantea nada sobre el particular, 
mas	se	entiende	que	el	dañador	puede	ser	persona	natural,	persona	jurídica,	objeto	
o	animal	que	haya	servido	de	medio	para	crear	el	riesgo	antijurídico	a	partir	del	
cual se desató la consecuencia que es el daño.
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1.3.5. Relación causal 
Una	persona	se	considera	“víctima”	cuando,	a	causa	de	una	acción	u	omisión	típica,	
sufre un daño contra legem	de	un	bien	jurídicamente	tutelado	del	cual	es	titular.
¿Qué tipo de relación se reclama entre la fuente y el daño? La ley internacio-
nal no se ha encargado de procurar precisiones sobre el particular, lo que implica 
que el contenido o la base de imputación debe buscarse en los fundamentos mismos 
de	la	ley	nacional.	Podría	decirse	que	la	relación	debe	ser	de	causa	y	efecto	en	
términos	naturales,	es	decir,	típicamente	causalista.	Sin	embargo,	la	evolución	del	
concepto de causalidad, desde las ideas naturalistas hasta las recientes, de orden 
normativistas, señala que la producción del resultado no tiene que ser necesa-
riamente	natural.	En	términos	del	Artículo	9	del	Código	Penal,	podemos	sostener	
que	para	poder	imputar	el	resultado	se	precisa	haber	creado	un	riesgo	antijurídico	
a	la	víctima,	a	partir	del	cual	fuera	posible	la	producción	del	daño.	Al	tratarse	de	
delitos omisivos, la base de imputación se completa cuando la persona a quien se 
atribuye	la	autoría	ha	adquirido	posición	de	garantía	con	respecto	al	bien	jurídico	
que resultó afectado.
Lo	anterior	significa	que	la	guía	esencial	es	de	imputación	objetiva,	en	la	que	
la	constitución	del	riesgo	es	determinante	para	la	imputación	jurídica	del	resul-
tado. No es necesario haber producido el daño en términos causalistas, puesto que 
es	admisible	responder	cuando,	al	tener	el	deber	jurídico	de	evitar	el	resultado,	el	
agente se abstiene sin que exista motivación atendible para que haya adoptado 
la actitud omisiva.
1.3.6. Incondicionalidad 
En general, dados los elementos precedentes, puede decirse que no puede haber 
víctima	sin	victimario,	es	decir,	siempre	que	se	pretende	la	condición	en	causa	
activa	de	“víctima”,	es	preciso	poder	señalar	la	existencia	de	un	victimario,	que	
es la persona llamada a responder por la acción o la omisión de la cual derivó el 
daño. Al ser este un reclamo lógico de la relación, no puede confundirse con la 
situación procesal de los extremos subjetivos. 
En efecto, hay una relación en causa activa y otra pasiva, ocupada la primera 
por	la	víctima	y	la	segunda	por	el	autor	del	daño,	pero	se	trata	de	una	necesidad	
lógica y no un condicionante procesal, es decir, el hecho de que no haya sido 
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posible	identificar,	aprehender,	enjuiciar	o	condenar	al	perpetrador	no	está	esti-
mado	como	condicionante	para	adquirir	la	condición	de	víctima,	siempre	que	se	
hayan demostrado todos los elementos. Es tanto como sostener que se puede ser 
víctima	de	un	dañador	anónimo,	sin	que	ello	permita	concluir	que	la	condición	
de	víctima	admita	eventos	en	los	que	no	existe	autor	del	daño.
1.3.7 Homologación 
Estamos	acostumbrados	a	la	 tradicional	clasificación	de	víctimas	directas	e	in-
directas o per saltum, conforme lo han señalado la Sala de Casación Civil y el 
Consejo de Estado.
Por	víctima	directa	se	entiende	al	titular	del	bien	jurídico	que	resultó	dañado	
como consecuencia de la acción o de la omisión generadora de la imputación. Son 
víctimas	indirectas	todas	las	demás	personas	que,	por	la	misma	causa,	encuentran	
comprometidos	efectos	jurídicamente	tutelados	de	su	vida,	como	su	salud	física	o	
mental, su manutención personal, etcétera, sin que la acción o la omisión hubie-
ran tenido por objeto la afectación de tales efectos.
Lo	cierto	es	que	la	regla	internacional	ubica	en	la	misma	condición	a	las	víc-
timas directas que a las indirectas, al señalar:
En	la	expresión	“víctima”	se	incluye	además,	en	su	caso,	a	los	familiares	o	personas	
a	cargo	que	 tengan	relación	 inmediata	con	 la	víctima	directa	y	a	 las	personas	que	
hayan	sufrido	daños	al	intervenir	para	asistir	a	la	víctima	en	peligro	o	para	prevenir	
la victimización. 
1.3.8. Generalidad 
En términos de la Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985, la persona 
considerada	“víctima”	puede	ser	cualquier	persona	natural,	sin	más	reclamos	que	
la condición humana.
Ha	 sido	 tradición	 que	 los	 sistemas	 normativos	 definan	 lo	 que	 es	 persona	
y propongan exclusiones. Por ejemplo, dentro del Derecho Romano clásico, 
los esclavos no eran personas y en el Derecho del Tercer Reich no lo eran los 
judíos,	 de	manera	 que	 las	 legislaciones	 han	 promovido	 discriminaciones	 que	
en la actualidad resultan decididamente odiosas e inaceptables para el Derecho 
Internacional,	 así	 que	 se	 encuentra	 consagrada	 la	 interdicción	de	 cualquier	
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medida	de	discriminación	tendiente	a	desaprobar	la	condición	de	víctima	a	las	
personas que, tras llenar los requisitos que acaban de precisarse, han adquirido, 
por	naturaleza	o	decisión,	alguna	característica	particular	como	el	color	de	piel,	
las	creencias,	el	origen	racial	o	étnico,	etcétera.	Específicamente	indica	la	regla:
Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas las personas sin 
distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, 
opinión	política	o	de	otra	índole,	creencias	o	prácticas	culturales,	situación	económica,	
nacimiento	o	situación	familiar,	origen	étnico	o	social,	o	impedimento	físico.
2. Victimología en la ley penal colombiana 
Respecto al tratamiento que nuestra legislación penal, más exactamente la pro-
cesal	penal,	ha	impartido	al	tema	de	las	víctimas,	se	registran	dos	instantes	his-
tóricamente diferenciables. El primero, caracterizado por un distanciamiento y la 
ausencia	de	unidad	temática	respecto	a	las	víctimas,	las	cuales	se	encuentran	al	
menos conceptualmente confundidas con los perjudicados y la parte civil; surge 
con anterioridad a la Constitución de 1991. El segundo se registra respecto a la 
legislación y la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el particular. En 
este segundo segmento histórico, por intervención de la Corte Constitucional se 
empieza a operar una transformación en la que se llega a impartir un reconoci-
miento	concreto	de	la	condición	de	las	víctimas	dentro	de	las	actuaciones	penales.
2.1. La legislación anterior a 1991 
La	nota	característica	de	la	ley	colombiana	al	respecto	es	que	el	tema	de	las	vícti-
mas se encuentra abandonado a la legislación particular sobre acción civil dentro 
del proceso penal, constituido por el Código Penal de entonces y el Código Civil. 
En verdad, los trabajos preparatorios al Código Penal de 1980 no revelan 
una	preocupación	importante	por	desarrollar	el	tema	de	las	víctimas	(Comisión	
Redactora	del	Código	Penal,	1981);	de	hecho,	el	principal	referente	normativo	
se	encuentra	entre	los	Artículos	103	y	110	del	Decreto	Ley	100	de	1980	que,	en	
líneas	generales,	sigue	la	tradición	del	Código	de	1936.
Estas	disposiciones	agotan	el	tratamiento	de	las	víctimas	en	la	responsabi-
lidad civil derivada del delito, que a su vez se encuentra desarrollado sustanti-
vamente	a	partir	del	Artículo	2345	del	Código	Civil.	Desde	este	punto	de	vista,	
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una	víctima	venía	a	ser	básicamente	el	sujeto	pasivo	del	delito,	quien	adquiría	la	
condición de actor aquiliano dentro del proceso penal si formulaba la respectiva 
demanda.
Su condición no lo facultaba sino para pretender el resarcimiento de los daños 
materiales y morales, por consiguiente, sus pretensiones; en general, su derecho 
de	postulación	estaba	contraído	a	procurar	la	indemnización.	
2.2. La legislación posterior a 1991 
En vigencia de la Carta Constitucional de 1991, podemos señalar que se han 
registrado tres Códigos de Procedimiento Penal: el Decreto Ley 2700 de 1991, 
la Ley 600 de 2000 y la Ley 906 de 2004. Los dos primeros no registraron un 
avance	importante	en	materia	de	Victimología,	la	cual	solo	vino	a	recibir	un	de-
sarrollo importante en el último Código mencionado. Pese a ello, fue la Corte 
Constitucional la que primero llamó la atención sobre el particular y sentó las 
bases	de	lo	que	se	convertiría	en	norma	con	la	Ley	906.
2.2.1 Decreto Ley 2700 de 1991 
Inicialmente, en el Decreto 2700 del mismo año fue muy poco lo que se avanzó. 
Al	fin	y	al	cabo,	seguía	rigiendo	el	Código	Penal	de	1980,	rector	en	todo	caso	en	
cuanto	el	Código	de	Procedimiento	Penal	se	contrajo	a	desarrollar	sus	líneas	ge-
nerales sobre responsabilidad civil proveniente del delito. Sin embargo, respecto 
a la legislación precedente registra dos avances que merecen mencionarse. El pri-
mero consistió en que introdujo dos disposiciones rectoras orientadas a proveer 
herramientas	jurídicas	a	las	víctimas	del	delito,	esto	es,	protección	y	asistencia	
(Artículo	11)	y	el	restablecimiento	del	derecho	(Artículo	14).
De acuerdo con la Resolución 2700 de 1996, la primera disposición incluyó 
la	obligación	de	proveer	seguridad	a	las	víctimas,	la	cual	fue	ejecutada	por	medio	
del	entonces	Programa	de	protección	a	testigos,	víctimas	y	demás	intervinientes	
en el proceso. 
La segunda norma informaba que, cuando sea posible, los funcionarios judi-
ciales “deberán adoptar las medidas necesarias para que cesen los efectos creados 
por la comisión del hecho punible y las cosas vuelvan al estado anterior, de modo 
que se restablezcan los derechos quebrantados”.
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El otro avance consistió en que con la reforma operada mediante la Ley 
81 de 1993 se introdujo la disposición conocida como “efectos de la cosa juz-
gada penal absolutoria”, mediante la cual se convirtió en ley un principio ya 
reconocido por la jurisprudencia nacional y extranjera, conforme con el cual 
no toda forma de exclusión de responsabilidad del procesado elimina necesa-
riamente	los	derechos	de	las	víctimas.	Fue	así	como	se	indicó	que	solo	existían	
tres causales de preclusión de la investigación, cesación del procedimiento 
o de absolución que eliminaban ipso facto el derecho indemnizatorio de las 
víctimas;	estos	son:	que	el	hecho	causante	del	perjuicio	no	existiera,	que	el	
procesado no lo realizara o que, tras haberlo realizado, actuara en estricto 
cumplimiento	de	un	deber	legal	o	legítima	defensa.	Esto	significa	que	cuando	
la decisión favorable al procesado se fundamentara en cualquier otra causal, 
por	ejemplo,	el	error	o	el	estado	de	necesidad,	la	víctima	sostendría	incólume	
su derecho resarcitorio.
2.2.2. Ley 600 de 2000 
Cuando	 sobrevino	 la	 Ley	 600	 de	 2000,	 el	 tema	 de	 las	 víctimas	 no	 avanzó	
mayormente con respecto al Decreto Ley 2700 de 1991; lo que hizo fue dis-
tinguir entre perjudicados directos e indirectos y convertir en norma lo que 
había	 venido	 sosteniendo	 la	Sala	 de	Casación	Penal,	 la	 cual	 había	 señalado	
que en el proceso penal eran admisibles únicamente los perjudicados directos. 
Ciertamente	así	lo	concretó	la	Ley	600,	en	su	Artículo	52,	al	facultar	el	rechazo	
de la demanda de constitución en parte civil cuando el actor fuese el perjudi-
cado per saltum.
Fue a propósito de este Código que la Corte Constitucional entró a pronunciarse 
sobre	las	víctimas,	hizo	precisiones	conceptuales	e	intentó	contemporizar	al	país	
en la materia respecto a los pronunciamientos de las Naciones Unidas. En efecto, 
mediante Sentencia C-228 de 2002, con ponencia de los magistrados Manuel 
José Cepeda Espinosa y Eduardo Montealegre Lynett, la Corte distinguió que 
los	conceptos	perjudicado,	víctima	y	parte	civil	no	eran	coincidentes.	Respecto	
a	 la	 víctima,	 indicó,	 es	 la	persona	en	quien	 se	materializa	 la	 conducta	 típica,	
mientras el perjudicado resultaba ser quien hubiera sufrido cualquier daño a pro-
pósito	del	delito	y	la	parte	civil	era	la	calificación	procesal	que	adquiría	una	parte	
concreta dentro del ejercicio de la acción penal. Sin embargo, para la Corte, en 
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mayor	o	menor	medida	la	víctima	era	un	perjudicado	que,	si	actuaba	al	interior	
del proceso penal, era, parte civil.
A	partir	de	esa	taxonomía	y	del	fundamento	constitucional	de	su	intervención,	
esto	es	la	dignidad	humana,	la	Corte	concluyó	que	tanto	víctimas	como	perjudi-
cados	tenían	tres	clases	de	derechos:	verdad,	justicia	y	reparación,	de	tal	suerte	
que sus pretensiones no quedaron agotadas en la mera búsqueda de resarcimiento 
como	había	sido	tradición.	De	ahora	en	adelante,	se	faculta	a	las	víctimas	para	
intervenir de forma mucho más activa en el proceso penal, pues, si se encuentran 
asistidos del derecho de establecer lo que en realidad sucedió, pueden pedir prue-
bas en este sentido e impugnar las decisiones judiciales, en cuanto no consultan 
la realidad procesal o, en su criterio, se aparatan de las disposiciones legales que 
los jueces están llamados a realizar.
2.2.3. Ley 906 de 2004 
Con este importante precedente surgió el Acto Legislativo 03 de 2002, que facul-
tó la implementación de las formas de enjuiciamiento acusatorio y adversarial, el 
cual	hizo	varias	menciones	a	los	derechos	de	las	víctimas:
a. En	primer	lugar	erigió	en	la	Fiscalía	la	función	de	requerir	al	juez	de	con-
trol	de	garantías	la	solicitud	de	las	medidas	necesarias	para	la	protección	
de	las	víctimas.
b. En	segundo	lugar,	es	igualmente	función	de	la	Fiscalía	requerir	al	juez	
de	conocimiento	las	medidas	necesarias	de	asistencia	a	las	víctimas,	así	
como para restablecer los derechos quebrantados y reparar integralmente 
a los afectados.
c. En	tercer	lugar,	le	corresponde	velar	por	la	protección	a	las	víctimas.	
Por primera vez, en la Exposición de motivos de Luis Camilo Osorio Isaza, se 
distinguió	en	el	ámbito	legal	entre	víctimas	y	perjudicados	y,	más	aún,	desde	el	
mismo ámbito constitucional.
En este contexto y como desarrollo del Acto Legislativo 03 de 2002, se con-
solidó el último Código o Ley 906 de 2004.
Es preciso considerar que si bien con posterioridad a la Ley 906 de 2004 la 
Ley	1098	de	2006	se	ocupó	de	forma	especial	de	las	víctimas,	esta	se	encuen-
tra integrada a aquella frente al régimen procesal, limitada a formular algunas 
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excepciones al régimen de la primera ley; por consiguiente, el marco normativo 
fundamental	sigue	siendo	el	Código	de	Procedimiento	Penal	y	de	ahí	que	sea	ne-
cesario	desarrollar	integralmente	su	estudio	acerca	del	tratamiento	a	las	víctimas.
3. El tratamiento de las víctimas en la Ley 906 de 2004 
3.1. Régimen general 
A	 diferencia	 de	 lo	 que	 había	 venido	 sucediendo	 con	 los	 códigos	 preceden-
tes, la Ley 906 de 2004 introdujo una regulación relacionada con los derechos 
procesales	de	las	víctimas.	Dicha	regulación	se	encuentra	esencialmente	en	los	
Artículos	11	del	Título	Preliminar	y	el	Capítulo	IV	del	Título	IV	del	Libro	II	
(Rincón	Achury,	2006).
La	primera	disposición	consagra	los	derechos	de	las	víctimas	dentro	del	pro-
ceso	penal.	Es	preciso	tener	en	cuenta	que	este	Artículo	es	una	norma	rectora;	por	
consiguiente, constituye una base obligada de interpretación de las restantes dis-
posiciones y, en el evento en que llegara a existir incompatibilidad con cualquier 
disposición	ordinaria,	prevalece	sobre	esta	 (Molina	Arrubla,	2005).	Por	consi-
guiente,	el	catálogo	de	derechos	allí	dispuestos	son	inquebrantables	y	consisten	en:	
1. Recibir trato humano y digno durante toda la actuación.
2. Protección a su intimidad.
3. Garantía	de	su	seguridad	y	la	de	familiares	y	testigos.
4. Pronta e integral reparación de los daños sufridos.
5. Ser	oídas	en	todo	el	proceso.
6. Aportar pruebas.
7. Recibir información pertinente para la protección de sus intereses.
8. Conocer la verdad de los hechos.
9. Valoración de sus intereses al adoptar una decisión discrecional sobre 
el ejercicio de la persecución del injusto, por ejemplo, el principio de 
oportunidad.
10. Legitimación en causa activa para recurrir la decisión sobre el proceso.
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11. Ser asistidas por un abogado. A partir del juicio, su asistencia es obligatoria.
12. Recibir asistencia integral para su recuperación.
13. Ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete, de ser necesario.
3.2. Régimen especial 
La	regulación	sobre	la	intervención	de	las	víctimas	se	encuentra	entre	los	Artículos	
132 y 137.
La	primera	define	lo	que	se	entiende	por	víctimas	y	señala	que,	para	efectos	
del	Código,	lo	son	“las	personas	naturales	o	jurídicas	y	demás	sujetos	de	derechos	
que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño directo como conse-
cuencia del injusto”23. Agrega la norma que dicha condición es independiente 
de	lograr	identificar,	aprehender,	enjuiciar	o	condenar	al	autor	del	injusto,	sin	que	
se pierda a causa de mantener una relación familiar con él.
3.3. Atención y protección inmediata 
Es importante aclarar previamente los conceptos que conciernen a la protección 
y	asistencia	las	víctimas,	puesto	que	cada	uno	tiene	un	rango	concreto	de	signifi-
cación y efectos sobre sus alcances.
3.3.1. Protección 
La protección consiste en la adopción de todas las medidas orientadas a contra-
rrestar	los	riesgos	antijurídicos	contra	la	vida	e	integridad	física	de	las	personas.	
Esos riesgos generan dos clases de medidas: las ordinarias y las extraordinarias24. 
23 Esta definición fue adoptada durante la reunión de la Comisión Redactora Constitucional el 9 de mayo de 2003, 
consignada en el Acta 016. La definición inicialmente propuesta señalaba: “Se entiende por víctimas a las personas 
que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño como consecuencia de acciones u omisiones que violen 
la ley penal. Igualmente son víctimas los familiares o personas a cargo que tengan relación con la víctima directa 
y las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o prevenir la victimización. 
La condición de víctima se tiene con independencia de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al autor 
del injusto e independientemente de la relación familiar entre éste y la víctima”. 
Si bien se trata de una definición fiel a la internacional consolidada por Naciones Unidas, la Comisión discutió en 
torno a la comprensión del concepto “persona” y, a fin de que no se presentaran inconvenientes, optó por incluir 
los términos “persona natural o jurídica y demás sujetos de derechos” (Osorio Isaza y Morales Marín, 2005).
24 Pueden verse las Sentencias C-288 de 2.002, T-815 de 2002, T-719 de 2003 y T-976 de 2003.
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Sin embargo, se ha entendido que adicionalmente pueden existir otro tipo de 
medidas de protección de orden procesal.
La	existencia	de	estas	categorías	se	encuentra	reconocida	tanto	por	la	doctrina	
como por la jurisprudencia25. Se dice que las medidas ordinarias son aquellas que, 
por su inmediatez, por no exigir acciones particularmente especializadas y por 
ser	de	las	que	cualquier	persona	puede	llegar	a	necesitar,	deben	ser	proveídas	
por las autoridades que por mandato legal están encargadas de prestar protec-
ción a cualquier persona, independientemente de su condición, cargo o actividad 
(Ortiz	Ricaurte,	2004a).	
Estas medidas operan frente a riesgos no catalogados, esto es, peligros antiju-
rídicos	que	no	reclaman	acciones	complejas	para	repelerlos,	de	manera	que	se	ha	
concluido	que	son	exigibles	de	instituciones	como	la	Policía	Nacional26.
En cambio, las medidas extraordinarias se caracterizan porque comprome-
ten	acciones	altamente	calificadas	de	protección.	Se	requieren	cuando	el	riesgo	
antijurídico	 tiene	 una	 alta	 probabilidad	 de	 acontecer	 y	 afectar	 gravemente	 la	
integridad	física	o	 la	vida	de	 las	personas,	suspender	sus	actividades	o	 incidir	
decididamente en su desarrollo. Las medidas extraordinarias son aquellas que 
superan las posibilidades reales de las ordinarias para sustraer del riesgo a la 
persona comprometida, de modo que van más allá de las acciones normales que 
aplican las autoridades para repeler las acciones de riesgo. 
Entre las medidas extraordinarias pueden mencionarse el cambio de identi-
dad,	la	modificación	alternativa	de	residencia	y	el	traslado	administrativo,	entre	
otras, las cuales frecuentemente reclaman decisiones que afectan competencias 
múltiples	y	conllevan,	por	sí	mismas,	efectos	que	alteran	significativamente	 la	
vida	de	la	persona	que	se	encuentra	en	riesgo	(Ortiz	Ricaurte,	2004b).	
En tercer lugar, las medidas procesales de protección son aquellas dirigidas a 
impedir	que	el	proceso	mismo	ponga	en	riesgo	a	la	víctima	o	que	produzca	efec-
tos	indeseables	contra	ella.	Puede	pensarse,	por	ejemplo,	en	lo	que	sería	someter	
a interrogatorio a una persona que ha sufrido un ataque sexual sin consideración 
25 Si bien los dos tipos de medidas son susceptibles de definición e identificación, la calificación de una situación espe-
cífica como de riesgo ordinario o extraordinario compete a la autoridad destacada para hacer la respectiva evaluación.
26 Al respecto pueden consultarse los trabajos preparatorios correspondientes al proyecto de ley sobre pro-
tección a víctimas, fiscales, jueces, defensores y otros intervinientes en procesos penales, arriba referido (Ortiz 
Ricaurte, 2006). 
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por	su	especial	situación	o	lo	que	sería	permitir	que	a	un	niño	se	le	interrogue	
como si fuera un adulto.
3.3.2. Asistencia 
Son medidas asistenciales todas aquellas que se precisan para restablecer los dere-
chos	personales	afectados,	como	la	salud	física	y	mental	o	sostener	un	estado	de	
ejercicio de esos mismos derechos, por ejemplo, la asistencia alimentaria o médica 
que toda persona precisa para el mantenimiento de su vida.
3.4. Competencia 
Las	medidas	de	protección	y	asistencia	de	las	víctimas	son	exigibles	a	la	Fiscalía	
General	de	la	Nación,	conforme	indica	el	Artículo	133	de	la	Ley	906	de	2004.	Se	
encuentran	extendidas	a	la	familia	de	la	víctima	y	comprenden	las	que	resulten	
necesarias para su protección frente a toda publicidad que implique un ataque 
indebido a su vida privada o dignidad.
	El	tipo	de	medida	a	adoptarse	es	algo	que	debe	decidir	la	Oficina	de	protec-
ción	a	víctimas	y	testigos	de	la	Fiscalía	General	de	la	Nación;	sin	embargo,	la	
misma	norma	contenida	en	el	Artículo	133	plantea	que	no	puede,	con	el	pretexto	
de la protección, adoptar medidas que conlleven disminuir los derechos procesales 
del imputado ni el proceso justo e imparcial.
Con	fundamento	en	el	Artículo	134	de	la	Ley	906	se	ha	entendido	que	las	
medidas ordinarias de protección pueden ser ordenadas por el juez de control de 
garantías,	dirigidas	a	las	entidades	del	Estado	que	se	encuentren	en	condiciones	
de	proveerla,	por	ejemplo,	la	Policía	Nacional.	
Por	esta	razón,	 tanto	el	fiscal	como	la	víctima	misma	o	su	representante	
pueden	requerir	al	juez	de	control	de	garantías	que	ordene	la	práctica	de	di-
chas medidas.
Es	de	anotar	que,	si	bien	las	medidas	de	protección	y	asistencia	a	las	víctimas	
y	sus	familiares	debe	proveerlas	la	Fiscalía	General	de	la	Nación,	existen	medidas	
procesales	de	protección,	cuya	adopción	no	depende	del	fiscal,	sino	del	juez	de	
conocimiento.	Por	esta	razón,	el	Artículo	342	de	la	Ley	906	de	2004	señala	que,	
una	vez	formulada	la	acusación,	el	fiscal	podrá	requerir	al	juez	de	conocimiento	
la adopción de las siguientes medidas:
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1. Que para los efectos de las citaciones y notificaciones se fije como 
domicilio	 la	sede	de	 la	Fiscalía,	que	 las	hará	 llegar	 reservadamente	
al destinatario.
2. Que	se	adopten	las	medidas	necesarias	tendientes	a	ofrecer	eficaz	protec-
ción	a	víctimas	y	testigos	para	conjurar	posibles	reacciones	contra	ellos	o	
su	familia,	originadas	en	el	cumplimiento	de	su	deber	testifical.	
Agregamos	 que,	 conforme	 al	Artículo	 137,	 se	 previó	 como	medida	 adicional	
que el juez de conocimiento suprima la publicidad de la audiencia y la celebre 
a puerta cerrada.
3.5. Garantía de comunicación y derecho de información 
Como	se	ha	podido	apreciar,	la	Ley	906	de	2004	provee	a	las	víctimas	una	serie	
de derechos, cuyo ejercicio no es posible si las personas que sufrieron los daños 
ignoran que pueden ejercerlos o si no reciben información oportuna y adecuada 
sobre el proceso.
Es	por	ello	que	el	Artículo	135	obliga	al	fiscal	encargado	del	caso	a	comuni-
car	a	las	personas	que	llenan	la	definición	legal	de	víctimas	acerca	de	los	derechos	
que los asisten respecto al hecho que se investiga, al proceso y a las personas que 
son objeto de investigación.
Por	su	parte,	el	Artículo	136	señala	el	tipo	de	información	procesal	y	extra-
procesal	que	debe	proveer	el	fiscal	o	la	Policía	Judicial	a	las	personas	víctimas.	
Ese tipo de información está referido a los siguientes aspectos:
1. Organizaciones a las que puede dirigirse para obtener apoyo.
2. El tipo de apoyo o de servicios que puede recibir.
3. El lugar y el modo de presentar una denuncia o una querella.
4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia y su papel respecto a aquellas.
5. El modo y las condiciones para pedir protección.
6. Las	condiciones	en	que	puede	acceder	de	modo	gratuito	a	asesoría	o	asis-
tencia	jurídica,	asistencia	o	asesoría	psicológica	u	otro	tipo	de	asesoría.
7. Los requisitos para acceder a una indemnización.
8. Los mecanismos de defensa que puede utilizar.
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9. El trámite dado a su denuncia o querella.
10. Los elementos pertinentes que, en caso de acusación o preclusión, le 
permitan seguir el desarrollo de la actuación.
11. La posibilidad de dar aplicación al principio de oportunidad y a ser escu- 
chada	 tanto	por	 la	Fiscalía	como	por	el	 juez	de	control	de	garantías,	
cuando haya lugar a ello.
12. La fecha y el lugar del juicio oral.
13. El derecho que le asiste a promover el incidente de reparación integral.
14. La	fecha	en	la	que	tendrá	lugar	la	audiencia	de	dosificación	de	la	pena	y	
sentencia.
15. La sentencia del juez.
16. Sobre la puesta en libertad de la persona inculpada cuando ello le repre-
sente un riesgo.
3.6. Derechos de postulación de las víctimas 
Como lo han admitido la legislación internacional, la nacional y la jurisprudencia 
de	la	Corte	Constitucional,	las	víctimas	tienen	tres	órdenes	esenciales	de	postu-
lación,	es	decir,	tres	clases	de	pretensiones	que	legitimarían	su	intervención:	los	
derechos	a	la	verdad,	a	la	justicia	y	a	la	reparación	(Alastuey	Dobón,	2000).
Conforme a la Sentencia C-370 de 2006, en concordancia con la Sentencia 
C-228 de 2002, cualquiera de estas pretensiones puede ejercerse separada o con-
juntamente durante cualquier etapa de la actuación penal. 
3.6.1. Derecho a la justicia 
En	cuanto	se	refiere	a	la	víctimas,	de	acuerdo	con	la	Ley	975	de	2005,	consiste	
en	que	el	Estado	les	asegure	el	acceso	a	los	recursos	eficaces	“que	reparen	el	
daño	infligido,	y	tomar	todas	las	medidas	destinadas	a	evitar	la	repetición	de	
tales violaciones”27.
27 “Artículo 6. Derecho a la justicia. De acuerdo con las disposiciones legales vigentes, el Estado tiene el deber de 
realizar una investigación efectiva que conduzca a la identificación, captura y sanción de las personas responsables 
por delitos cometidos por los miembros de grupos armados al margen de la ley; asegurar a las víctimas de esas 
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3.6.2. Derecho a la verdad 
El derecho a la verdad consiste en conocer lo sucedido respecto a los delitos a 
causa de los cuales sufrieron algún tipo de daño, esto es, la acción que lo produjo, 
el autor o los autores y sus cómplices, los móviles y cualquier otra circunstancia 
aneja,	como	el	paradero	de	las	víctimas	de	secuestro	o	desaparición	forzada.	
De	la	misma	forma,	en	virtud	de	la	pretensión	que	asiste	a	las	víctimas	al	estable-
cimiento de la verdad, las investigaciones deben orientarse a demostrar lo que 
en realidad les sucedió y a que se informe “lo pertinente” a sus familiares, según 
la Ley 975 de 200528.
Incluso se permite acudir a mecanismo no judiciales para indagar en el 
futuro procesos de reconstrucción de la verdad.
3.6.3. Derecho a la reparación29
En tercer lugar los asiste la pretensión de reparación. Esta es la pretensión tra-
dicional	y	hunde	sus	raíces	en	épocas	tan	remotas	que	no	ha	sido	posible	esta-
blecerlo,	aun	cuando	se	piensa	que	procedería	del	siglo	III	a.	C.,	por	medio	de	la	
llamada Lex Aquilia.
conductas el acceso a recursos eficaces que reparen el daño infligido, y tomar todas las medidas destinadas a 
evitar la repetición de tales violaciones.
Las autoridades públicas que intervengan en los procesos que se tramiten con fundamento en la presente ley 
deberán atender, primordialmente, el deber de que trata este artículo”.
28 “Artículo 7. Derecho a la verdad. La sociedad, y en especial las víctimas, tienen el derecho inalienable, pleno 
y efectivo de conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados al margen de la ley, y 
sobre el paradero de las víctimas de secuestro y desaparición forzada.
Las investigaciones y procesos judiciales a los que se aplique la presente ley deben promover la investigación 
de lo sucedido a las víctimas de esas conductas e informar a sus familiares lo pertinente.
Los procesos judiciales que se adelanten a partir de la vigencia de la presente ley no impedirán que en el futuro 
puedan aplicarse otros mecanismos no judiciales de reconstrucción de la verdad” (Artículo declarado exequible 
mediante Sentencia 575 de 2006, comunicada, pero aún no publicada).
29 Acerca de la reparación, un referente legal importante está constituido por la Ley 975 de 2005, conforme con la 
cual la reparación es el derecho que asiste a las víctimas a la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción 
y a las garantías de no repetición de las conductas. Esta Ley clasifica la reparación en tres modalidades: individual, 
colectiva y simbólica.
Con respecto a la reparación individual, contempló la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción 
o compensación moral, las garantías de no repetición y la reparación simbólica.
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La reparación provoca el restablecimiento del derecho cuando ello es posible 
o	un	sustituto	pecuniario	que	refleje	la	magnitud	del	daño30. 
3.7. Intervención de las víctimas 
Luego	de	precisar	 el	 concepto	 legal	de	víctima,	 sus	derechos,	 garantías,	 las	
medidas de protección y asistencia, las autoridades competentes para solici-
tarlas, ordenarlas y aplicarlas y los derechos de postulación que los asiste, es 
preciso señalar cómo puede intervenir una persona dentro del proceso penal 
en	calidad	de	víctima.
3.7.1. Facultades generales de las víctimas 
Lo	primero	que	cabe	recordar	es	que	las	víctimas	son	intervinientes	y	no	partes	
del proceso. En términos generales, por partes se entienden todos aquellos que 
pueden ejercer el derecho de postulación, esto es, investigar y recaudar evidencia, 
presentarla en el juicio oral, formular pretensiones concretas sobre la forma como 
debe resolverse el litigio, impugnar las decisiones, demandar nulidades, etcétera. 
Mientras, los meramente intervinientes tienen algunos de esos derechos, pero no 
Precisó cada uno de estos derechos al definir la “restitución” como el retorno de la víctima a la situación anterior 
a la comisión del delito (Artículo 46; respecto a esta norma, la Corte se inhibió de conocer el cargo mediante 
Sentencia C-370 de 2006). La “indemnización”, como la compensación de los perjuicios causados por el delito, 
con base en lo cual el Artículo 11, numeral 11.5 señala como requisitos para la eligibilidad de la desmovilización, 
la entrega de bienes producto de la actividad ilegal para que se repare a la víctima. La expresión “cuando se 
disponga de ellos” fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-370 de 
2006. La “rehabilitación” fue definida como la recuperación de las víctimas de sus traumas físicos y psicológicos 
(Artículo 47, condicionalmente declarado exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-370 de 
2006). La “satisfacción o compensación moral” fue especificada en el restablecimiento de la dignidad de la 
víctima y la difusión de la verdad de lo ocurrido (Artículo 48, condicionalmente declarado exequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-370 de 2006).
Las “garantías de no repetición” comprenden medidas como la desmovilización y el desmantelamiento de los 
grupos armados al margen de la ley (Artículo 48, condicionalmente declarado exequible por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-370 de 2006).
El Artículo 8 agrega una definición de “reparación simbólica”, esto es, toda prestación realizada a favor de las vícti-
mas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición 
de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la 
dignidad de las víctimas.
En cuanto a la reparación colectiva, la Ley señala que está orientada a la reconstrucción psicosocial de las pobla-
ciones afectadas por la violencia, especialmente para las comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos 
de violencia sistemática (Artículo 49).
30 La literatura especializada al respecto es abundante. Puede verse Sainz Cantero (1997).
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todos; por ejemplo, el Ministerio Público que, si bien puede impugnar e incluso 
solicitar una sentencia de condena o de absolución, no está facultado para inves-
tigar	ni	acopiar	evidencia	(Vargas,	2006).
La	condición	de	víctima	en	el	esquema	procesal	de	la	Ley	906	de	2004	le	im-
partía	condición	de	interviniente,	a	causa	de	que	sus	intereses	se	harían	por	me-
dio	del	abogado	del	Estado,	es	decir,	del	fiscal.	No	obstante,	le	concedía	algunas	
prerrogativas	como	actuar	mediante	un	apoderado,	que	podía	ser	designado	de	
oficio	y	plantearle	al	tiempo	unas	limitaciones	como	no	poder	practicar	pruebas,	
situación que corroboraba que se trataba de un interviniente, pero no de una parte.
Pese a ello, en algunas sentencias la Corte Constitucional ha potenciado los 
derechos	de	 las	víctimas	y	 les	ha	otorgado	derechos	como	el	poder	 aportar	
pruebas e intervenir en su práctica31.	En	consecuencia,	podría	concluirse	que	las	
víctimas	son	parte	dentro	del	proceso,	pero	la	misma	Corporación	es	del	parecer	
de	que	las	víctimas	no	podrían	plantear	teorías	del	caso	paralelas	a	las	del	fiscal,	
situación que controvierte su condición de parte.
A	partir	de	las	disposiciones	vigentes,	así	como	de	la	jurisprudencia	de	la	Corte	
Constitucional,	puede	concretarse	la	intervención	de	las	víctimas	en	el	proceso	
conforme a las siguientes reglas generales:
1. Pueden intervenir en cualquier etapa del proceso y a partir de cualquier 
etapa del mismo. No están obligadas a hacerlo desde un principio y el que 
intervengan en un momento posterior al inicio no controvierte su legiti-
midad ni la legalidad del procedimiento.
2. Tienen derecho a las medidas de protección ordinarias y extraordinarias 
necesarias;	por	consiguiente,	pueden	solicitarlas	a	 la	Fiscalía	o	al	 juez	
de	garantías	o	de	conocimiento,	según	el	momento	procesal	en	el	que	se	
encuentre.	Es	importante	reiterar	que	eso	no	significa	que	pueda	decidir	
el tipo de medidas que demanda su situación.
3. Las	personas	víctimas	pueden	ser	interrogadas	durante	las	indagacio-
nes, las investigaciones o el juicio oral e incluso, de ser necesario, para 
justificar una medida de aseguramiento o durante audiencias preli-
minares. Si ello ocurre, tienen derecho a que su situación particular, 
31 Puede verse la Sentencia 209 de 2007.
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sus derechos y su dignidad condicionen la forma y el contenido de los 
interrogatorios.
4. Por	cuanto	los	intereses	de	las	víctimas	son	representados	por	el	abogado	
del	Estado,	es	decir,	el	fiscal,	no	tienen	que	actuar	mediante	un	apode-
rado. Sin embargo, la ley consideró que si quieren designar un abogado, 
pueden hacerlo desde cualquier momento procesal. En todo caso, una 
vez	alcanzada	la	etapa	del	juicio,	específicamente	a	partir	de	la	audiencia	
preparatoria, para poder seguir interviniendo tienen que estar asistidas 
de un procurador judicial, que puede ser abogado particular, estudiante 
practicante	de	un	consultorio	jurídico,	un	abogado	de	oficio	o	un	de-
fensor público32. La única limitación sobre el particular es que si hay 
más	de	una	víctima,	no	podrán	intervenir	sino	hasta	dos	abogados	que	
los	representen	y,	de	no	haber	acuerdo,	el	fiscal	será	quien	establezca	lo	
más conveniente.
3.7.2. Facultades de las víctimas durante el juicio 
Conforme al esquema procesal de la Ley 906 de 2004, el juicio es la etapa 
procesal que sucede a la investigación. Inicia con la formulación del escrito de 
acusación	por	parte	del	fiscal,	con	base	en	lo	cual	el	juez	de	conocimiento	rea-
liza la audiencia de acusación, durante la cual se da traslado formal del escrito, 
se	formula	la	acusación	y	el	fiscal	descubre	a	la	defensa	las	pruebas	que	tiene.	
Cumplido este acto procesal, se cita y realiza la audiencia preparatoria del juicio 
oral, en donde la defensa se pronuncia acerca del descubrimiento hecho por la 
Fiscalía,	descubre	sus	pruebas	y	se	determinan	las	que	cada	una	de	las	partes	
hará valer durante el juicio oral. Asimismo, se establece el orden en el que serán 
presentadas;	de	ahí	que	puedan	excluirse	las	que	resulten	ilegales	o	impertinentes	
al caso que se juzga. Finalmente, se celebra la audiencia de juicio oral, durante la 
cual	las	partes	exponen	sus	teorías	del	caso,	se	despliega	la	actividad	probatoria,	
consistente en la prácticas de la pruebas, posteriormente se presentan los alegatos 
de conclusión y el juez expone el sentido del fallo. Finalmente, cita a audiencia de 
lectura del fallo.
32 Puede verse la Sentencia C-370 de 2006.
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Para	efectos	de	esclarecer	las	facultades	de	las	víctimas,	se	van	a	determinar	
en cada una de estas etapas procesales.
3.7.3. Facultades durante la audiencia de acusación 
La	audiencia	de	acusación	se	encuentra	regulada	en	los	Artículos	338	a	347	de	la	
Ley 906 de 2004. Dichas disposiciones hacen algunas referencias a la intervención 
de	las	víctimas;	sin	embargo,	fue	la	Corte	Constitucional,	en	Sentencia	C-209	de	
2007, la que vino a precisar el alcance de dichas facultades. Con base en las normas 
y	la	jurisprudencia,	pueden	concretarse	las	siguientes	facultades	de	las	víctimas:
1. Corresponde	al	juez	de	conocimiento	determinar	la	calidad	de	víctima	de	
las	personas	que	fueron	presentadas	como	tales	por	el	fiscal.	Ese	recono-
cimiento se realiza en la audiencia de formulación de acusación, acto en 
el cual también se procederá a reconocer al representante legal en caso de 
que se constituya.
2. En	el	evento	de	existir	un	número	plural	de	víctimas,	el	juez	podrá	deter-
minar igual número de representantes al de defensores para que interven-
gan en el transcurso del juicio oral33. 
3. Durante la audiencia de acusación, el juez deberá conceder la palabra a 
las	víctimas	con	las	mismas	potestades	reconocidas	al	fiscal,	al	Ministerio	
Público y a la defensa, para que expresen causales de incompetencia, 
impedimentos, recusaciones, nulidades o planteen observaciones al escrito 
de	acusación,	a	fin	de	que	el	fiscal	lo	aclare,	complemente	o	corrija.	Además,	
pueden solicitar medidas especiales de protección al juez de conocimiento.
4. Tienen derecho a participar en el descubrimiento de elementos materiales 
probatorios y evidencia que pueda presentar la defensa.
3.7.4. Facultades durante la audiencia preparatoria 
Si bien las normas de la Ley 906 de 2004 relacionadas con la audiencia prepara-
toria	(Artículos	355	a	365)	no	hacen	referencia	alguna	a	las	víctimas,	varias	de	
sus disposiciones fueron declaradas condicionalmente exequibles en la sentencia 
33 Puede verse el Artículo 340 de la Ley 906 de 2004.
107
El menor víctima PE
NA
L 
3
209	de	2007	y	la	condición	fue	que	se	interpretara	que	las	víctimas	estaban	asis-
tidas de los derechos procesales reconocidos en disposiciones precedentes. De 
tal manera, podemos señalar cuáles son los fundamentos generales de la inter-
vención	de	las	víctimas	durante	esta	etapa	procesal.	
Tienen derecho a que la defensa les descubra sus elementos materiales proba-
torios	y	evidencia	física.
1. Pueden requerir la exclusión, el rechazo o la inadmisión de medios de 
prueba de la defensa.
2. En el evento de estar asistidas del interés de presentar pruebas, deberán 
enunciar las que harán valer durante la audiencia de juicio oral.
3. Pueden solicitar la práctica de pruebas durante el juicio oral, de manera 
que tendrán que descubrirlas en ese mismo acto.
3.7.5. Facultades durante el juicio oral 
El juicio oral, público y concentrado previsto en las disposiciones de la Ley 906 
de	2004,	entre	los	Artículos	366	y	454,	no	tiene	mayores	referencias	a	la	inter-
vención	de	las	víctimas	y	se	limita	a	concederles	el	uso	de	la	palabra	durante	los	
alegatos	de	conclusión,	así	como	al	momento	de	individualizar	la	pena.	Ello	se	
debe a que el juicio corresponde a un esquema de procesamiento acusatorio y, 
particularmente, adversarial, en el que los llamados a intervenir son las partes y 
ellas	son	la	defensa	y	la	Fiscalía.	Sin	embargo,	en	la	Sentencia	C-209	de	2007,	la	
Corte Constitucional condicionó la exequibilidad de algunas disposiciones a que 
se	garantizara	el	derecho	de	intervención	de	las	víctimas.	En	todo	caso,	advirtió	
que	por	este	hecho	 la	víctima	no	adquiere	 la	condición	de	parte	y,	por	consi-
guiente,	no	se	encuentran	autorizadas	para	formular	teorías	del	caso	paralelas	a	
las	del	fiscal.
Con	estas	observaciones	pueden	concretarse	las	siguientes	facultades	de	las	víc-
timas durante el juicio oral: 
1. Pueden intervenir en la práctica de las pruebas, tanto de las propias como 
las	de	la	defensa	y	las	del	fiscal.
2. Pueden controvertir los medios de prueba, como elementos materiales 
probatorios y las evidencias. 
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3. Tienen derecho a presentar alegatos de conclusión después de la inter-
vención	del	fiscal.
4. Pueden solicitar la apertura del incidente de reparación integral.
3.8. Incidente de reparación integral 
Las	víctimas	podrán	formular	ante	el	juez	de	conocimiento	el	incidente	de	repa-
ración	integral	una	vez	establecida	la	responsabilidad	penal	del	imputado,	a	fin	
de realizar cualquiera de sus pretensiones. Existen las siguientes condiciones para 
su ejercicio:
1. Que haya concluido el juicio oral con anunciación del fallo condenatorio.
2. Que	la	víctima	haya	sido	reconocida	como	tal	y	tenga	un	abogado	ad-
mitido	como	representante	judicial	(Artículos	102	a	106	de	la	Ley	906	
de	2004).
3. Que	tenga	legitimidad	en	causa	activa,	es	decir,	que	lo	enerve	la	víctima,	
el	fiscal	o	el	Ministerio	Público	a	instancia	de	ella	(Artículo	132	de	la	Ley	
906	de	2004).
Conforme	se	ha	podido	advertir,	acerca	de	las	pretensiones,	las	víctimas	se	en-
cuentran asistidas de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Sin 
embargo, cuando únicamente los asiste este último derecho, deben acreditar el 
ser	víctimas	directas,	sus	herederos,	sucesores	o	causahabientes;	los	restantes,	es	
decir,	las	llamadas	víctimas	per saltum, tendrán que adelantar la acción aquiliana 
ante la jurisdicción civil34. 
3.8.1. Trámite del incidente 
La solicitud debe ser formulada una vez se haya pronunciado el sentido del fallo 
de	sentido	condenatorio	y,	a	más	tardar,	dentro	de	los	treinta	días	siguientes;	de	lo	
contrario, caduca la acción.
Formulada la solicitud, el juez de conocimiento debe citar a la primera audien-
cia	pública	dentro	de	los	ocho	días	siguientes.
34 Sentencias C-760 de 2001, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra; C-288 de 2002, M. P. Eduardo Montealegre 
Lynett; C-775 de 2003, M. P. Jaime Araujo Rentería; C-591 de 2005 M. P. Clara Inés Vargas Hernández.
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a. Primera audiencia:  
•	 Se formula la pretensión de reparación integral y se señalan las pruebas 
en las que se fundamenta.
•	 Se	verifica	legitimación	del	actor.
•	 Se pronuncia el juez sobre la admisión.
•	 Se concede una oportunidad de conciliación.
•	 A	falta	de	acuerdo,	se	fija	fecha	para	audiencia.
b. Segunda audiencia:
•	 El juez invita a conciliar.
•	 El demandado ofrece sus pruebas.
•	 Práctica de pruebas y presentación de alegaciones.
•	 Pronunciamiento de la decisión.
c. Aspectos varios:
•	 En caso de ausencia de los incidentalistas: si no se presenta el promotor 
del incidente, se presume que desiste de la pretensión. Si quien se au-
senta es el demandado, se resuelve en ausencia suya.
•	 Tercerías.	El	 tercero	civilmente	responsable	puede	ser	citado	al	 inci-
dente, pero se le debe garantizar su pleno ejercicio del derecho de de-
fensa, particularmente, su derecho de contradicción durante la práctica 
de pruebas35.
•	 Citación	del	 asegurador.	Podrá	 ser	 requerida	 su	citación	por	 la	vícti-
ma, el condenado, su defensor o el tercero civilmente responsable para 
efectos exclusivos de intervenir en la conciliación que puedan celebrar 
la	víctima	y	el	procesado.	
35 Puede verse la Sentencia C-425 de 2006.
